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EL CONGRESO DE COLOMBIA
DECRETA
CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1º Objeto: El presente proyecto busca garantizar establecer un término para resolver las solicitudes pensionales, así como, garantizar la protección  a la dignidad humana, a la seguridad social, y al mínimo vital y móvil a las personas que de buena fe soliciten una pensión de vejez ante la entidad administradora de pensiones del Régimen de Prima Media  y/o las entidades competentes de resolver las peticiones pensionales de sus afiliados, y dicha solicitud no les sea resuelta dentro de un periodo de tiempo razonable.
Artículo 2. Término para resolver peticiones pensionales. La entidad administradora de pensiones del Régimen de Prima Media  y/o las entidades competentes de resolver las peticiones pensionales de sus afiliados, tendrán un término de cuatro (4) meses para resolver las solicitudes pensionales de sus afiliados.
Artículo 3. Beneficio de subsistencia mensual. En los casos en que la entidad administradora de pensiones del Régimen de Prima Media  y/o las entidades competentes de resolver las peticiones pensionales de sus afiliados no resuelva la petición pensional dentro del término señalado en el artículo anterior, se deberá reconocer mensualmente un beneficio de subsistencia mensual equivalente al salario mínimo legal mensual vigente al peticionario.
Parágrafo 1. El beneficio de subsistencia mensual se deberá empezar a pagar, el mes siguiente al mes dentro del cual se cumplió el término de los cuatro (4) meses posteriores a la solicitud pensional.
Parágrafo 2. En los casos en que las personas a las cuales se les haya debido reconocer el beneficio de subsistencia mensual por el vencimiento del término señalado en el presente artículo, cumplan los requisitos para acceder a la pensión solicitada, las sumas pagadas por concepto de beneficio de subsistencia mensual se descontarán del retroactivo al cual tuviese derecho.
Parágrafo 3. No tendrán derecho a recibir el beneficio de subsistencia mensual señalado en el presente artículo, las personas que hubiesen realizado al menos una  cotización al Sistema General de Pensiones, dentro de los cuatro meses posteriores a la radicación de la petición pensional, así como tampoco podrán acceder a dicho beneficio, las personas que reúnan los requisitos para acceder a la pensión a que haya lugar dentro de los dos meses posteriores a la radicación de la petición pensional.
Parágrafo 4. En los casos en que la persona a la que se le reconociese el beneficio de subsistencia mensual no tuviese derecho a pensión alguna, los beneficios de subsistencia mensual pagados se descontarán de la indemnización sustitutiva en caso de que ésta fuera solicitada por el peticionario, en caso contrario la entidad administradora de pensiones del Régimen de Prima Media  y/o las entidades competentes de resolver las solicitudes pensionales de sus afiliados, deberán  realizar los cobros respectivos para recuperar los dineros pagados, para lo cual deberá establecer un mecanismo efectivo para realizar el recobro de las sumas pagadas.
Artículo 4. Sanciones. Las personas que actuando de mala fe y de manera temeraria, presenten en reiteradas ocasiones peticiones pensionales sin acreditar requisito alguno para la pensión solicitada, bien sea de vejez, invalidez o muerte, podrán ser sancionadas con una multa equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual vigente hasta los cuatro (4) salarios mínimos legales mensuales vigente, con destino al Fondo de Solidaridad Pensional.
Parágrafo. Las multas que se impongan en facultad de lo señalado en el presente artículo, serán impuestas por el Ministerio del Trabajo para tales efectos, y a los cuales se deberán remitir los respectivos documentos donde consten las actuaciones temerarias y de mala fe.  
Artículo 5. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las normas que le sean contrarias.
De los honorables Congresistas,
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CONTEXTO Y CONVENIENCIA
La Constitución Política Colombiana de 1991 plasmó la protección a la seguridad social estableciéndola como un  derecho fundamental en el artículo 48 de la Constitución Política de Colombia, así como plasmó que las personas que se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta deben gozar e una protección especial, conforme a lo establecido en el inciso 3 del artículo 13 de la Constitución Política de Colombia.
De igual manera, se buscó la protección del derecho a la dignidad humana y al mínimo vital y móvil,  conforme a lo establecido en el artículo 1 y 53 de la Constitución Política de Colombia respectivamente.
Al respecto la Corte constitucional señaló mediante Sentencia T-118/97 que: “La demora de la administración en cancelar oportunamente las mesadas pensiónales a los accionantes, atenta gravemente contra la dignidad humana, dadas las especiales circunstancias por las que atraviesan.”
Así mismo, la Corte Constitucional definió el Mínimo vital y móvil mediante Sentencia T-1001/99 como “aquella porción de ingresos indispensable e insustituible para atender las necesidades básicas y permitir así una subsistencia digna de la persona y de su familia; sin un ingreso adecuado a ese mínimo no es posible asumir los gastos más elementales, como los correspondientes a alimentación, salud, educación o vestuario, en forma tal que su ausencia atenta en forma grave y directa contra la dignidad humana.”
De igual manera, a través del presente proyecto de Ley se busca dar aplicación efectiva a los artículo 22 y 25 de la Declaración de derechos humanos de 1948, los cuales señalan lo siguiente:
“Artículo 22. Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.
(...)
Artículo 25. (1)Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.”
Es importante señalar que los afiliados al Régimen de Prima Media actualmente, se han visto expuestos a la violación de sus derechos, debido a la demora por parte de la anterior Administradora de pensiones del Régimen de Prima Media el Instituto de Seguro Social hoy en liquidación, y la actual administradora COLPENSIONES, donde se presentaron casos en los que tuvieron que someterse a la espera de una decisión sobre su situación pensional en algunos casos por más de dos (2) años, lo cual resulta del todo atentatorio para las personas que han solicitado su derecho pensional.
Así, teniendo en cuenta que la mayoría de las personas que solicitan las pensiones ante COLPENSIONES, en su mayoría son adultos mayores, es decir, son una población vulnerable, con el fin de proteger sus derechos fundamentales, se debe garantizar un beneficio de subsistencia mensual equivalente al salario mínimo legal mensual vigente, a las personas que hicieron su solicitud pensional y transcurridos más de 4 meses la administradora de pensiones del Régimen de Prima Media y/o las entidades  competentes para resolver las solicitudes pensionales de sus afilados, no le hayan resuelto su situación pensional, beneficio que deberá ir con cargo al retroactivo pensional al cual tenga derecho las personas que reúnan los requisitos para acceder a la pensión y en los casos en que los solicitantes no reúnan los requisitos los dineros cancelados se deberán realizar los respectivos cobros por parte de la entidad que haya hecho el reconocimiento del beneficio. 
Lo anterior teniendo en cuenta que Colombia como un Estado social de derecho tienen dentro de sus principios la protección de la dignidad humana, tal y como lo establece el artículo 1 y 2 de la constitución, más, si se tiene en cuenta que las actuaciones de los particulares en Colombia de acuerdo a lo establecido en el artículo 83 de la constitución política de Colombia deben basarse en el principio de la buena fe,  por lo cual, no podría los particulares asumir las cargas de la ineficiencia del Estado.
Respecto a las peticiones pensionales, es importante señalar que la Corte Constitucional mediante sentencia T-880 de 2010 y T-69 de 2012,  y en reiteradas ocasiones ha manifestado al respecto lo siguiente:
“La jurisprudencia constitucional ha precisado que el juez de tutela es competente para estudiar si los términos legales para dar respuesta a las peticiones en materia de pensiones han sido respetados y, en caso negativo, para proteger el derecho fundamental de petición y ordenar a la entidad correspondiente que conteste efectivamente la solicitud.
Como se manifestó, el artículo 6º del Código Contencioso Administrativo establece que las peticiones deben contestarse dentro de los 15 días siguientes a la fecha de su recibo. Sin embargo, esta Corporación en Sentencia SU-975 de 2003, aplicando una interpretación integral de los artículos 19 del Decreto 656 de 1994, 4º de la Ley 700 de 2001, 6º  y 33 del Código Contencioso Administrativo, señaló que, cuando la solicitud verse sobre pensiones, las autoridades deben observar los siguientes términos que corren transversalmente y que su inobservancia genera una vulneración del derecho de petición. En la referida providencia de unificación, cuyos criterios continúan vigentes, se estableció:  
“(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste en un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo.
(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994;
 Conforme al precedente, el desconocimiento injustificado de los plazos antedichos, en cualquiera de las hipótesis señaladas, conlleva irreversiblemente a la vulneración del derecho fundamental de petición. Por tanto, corresponde como primera medida a las autoridades y en segundo plano al juez constitucional verificar que las respuestas a las solicitudes de petición se den dentro de los términos reiterados.”
De igual manera, la Contraloría General de la República mediante el mismo informe de advertencia fechado 27 de febrero de 2013 y con radicación 2013EE0013719  señaló que “los problemas en el tema pensional relacionados con estas dos entidades, generan la vulneración de los derechos fundamentales de los ciudadanos a la vía, la salud, y la seguridad social. Igualmente, el incumplimeinto de sus funciones impide el reconocimiento oportuno de pensiones, reliquidaciones, sustituciones pensionales, indemnización sustitutiva, conmutaciones y auxilios funerarios, que obligan a que las personas que considera que han adquirido sus derechos, los reclamen vía tutela, congestionando con esto las instituciones que administran justicia.  Esta situación necesariamente implica el incremento de sus presupuestos para atender las obligaciones derivadas de las actuaciones adelantadas y de las pensiones reconocidas y pueden conllevar a un detrimento patrimonial para el Estado, aumentando el gasto público para atender los procesos judiciales, las tutelas y acciones de desacato que se les notifiquen, o e su defecto hacen que se deba contratar personal para que preste sus servicios en asesoría jurídica o defensa judicial. Lo anterior, sin perjuicio  del gasto en el que incurre por mora, costas y gastos judiciales”
Lo anterior denota, el grave problema sobre la situación  que actualmente vive el Administrador de pensiones del Régimen de Prima Media COLPENSIONES, y lo cual no puede exponer a sus afiliados a sufrir las consecuencias de la desorganización de una entidad del Estado, dejándolos sin ningún medio de subsistencia, por lo cual se hace necesaria la aprobación del presente proyecto de Ley.
De los honorables Congresistas,
